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l. INTRODUCCIÓN 
La incorporación a nuestro Ordenamiento de los principios reconocidos en el 
Derecho comun itario, ha supuesto la adopción de nuevos límites al ejercicio del 
poder financiero español, ya subordinado al respeto a los principios contenidos en 
la Constitución española y a los derivados del Derecho internacional Tributario. 
Dentro de los principios comu nitarios destaca, por su relación con la actividad fi-
nanciera y por su carácter limitativo del poder financiero de los Estados miembros, 
el principio de solidez financiera. 
Este principio es cons iderado por el artícu lo 3A del Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Europea (TCEL como principio rector de las acciones de los Estados 
miembros encaminadas a la consecución de la unión económica y monetaria. t 
La eficacia de este principio despliega sus efectos sobre el poder financiero ele 
España, como Estado miembro de la Unión Europea, a través ele medidas de disci-
1 El artículo 4.3 del TCE establece que: «Dichas acciones de los Estados miembros y de la Comuni-
dad implican el respeto de los siguientes principios rectores: precios estables, finanzas públicas y condi-
ciones monetarias sólidas y balanza de pagos estable.>> 
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plina presupuestaria y limi taciones al endeudamiento pC1blico: exigencias de limita-
ciones ele déficit público excesivo y estabilidad fin anciera. 
Estas limitaciones suponen el respeto por parte de la Hacienda Pública españo-
la al marco jurídico es tablecido en los artícu lo 104, 1 04A, 1048, 1 09E y 1 09J del 
TCE y al Derecho comun itario derivado, dictado por el Consejo en desarrollo ele 
estos preceptos 2 
Todas estas normas se yuxtaponen, en aras ele la unión monetaria, al régimen 
en el que se debe desarrollar la actividad financiera española en cuanto al endeu-
damiento y el déficit. Esto ha supuesto, además de modificaciones en la legislación 
españo la, la asunción ele nuevos conceptos, ajenos hasta entonces a nuestro 
Ordenamiento, como el ele déficit público excesivo, o el replanteamiento ele otros, 
como el ele la deuda o el crédito público. 
A las exigencias derivadas del principio de solidez financiera que estas normas 
recogen, voy a dedicar la presente Comunicación, en cuanto suponen uno de los 
efectos ele la unión monetaria sobre la soberanía financiera española. 
11. LOS LÍMITES AL ENDEUDAMIENTO 
1) La prohibición absoluta del artículo 104 TCE y el Protocolo 3 TUE 
Una de las principales limitaciones al endeudamiento, asumida por el artícu-
lo 1 01.4 de la Ley General Presupuestari a, ha sido la prohibición ele descubiertos o 
la concesión ele cualquier otro tipo de crédito por el Banco Central Europeo y por 
los bancos centra les ele los Estados miembros, en favor ele las instituciones u orga-
nismos comunitarios, Gob iernos centrales, autor idades region ales o locales u 
otras autoridades públicas, organ ismos de Derecho público o empresas públicas 
ele los Estados miembros, así como la adquisición directa a los mismos de instru-
mentos de deuda por el BCE o los bancos centra les nacionales. 3 Idéntica limita-
2 Los ci tados preceptos del TCE han sido desarrollados por los siguientes Reglamentos del Conse-
jo: Reglamento CE núm. 3603/ 93, de 13 de diciembre, del Consejo, por el que se establecen definido· 
nes para la aplicación de las prohibiciones a que se refieren el artículo 104 y el apartado 1 del artícu· 
lo 104 B del Tratado; Reglamento CE núm. 3604/ 93, del Consejo, de 13 de diciembre, por el que se es· 
tablecen las definiciones para la aplicación de la prohibición del acceso privilegiado a que se refiere el 
artículo 104 A del Tratado; Reglamento CE núm. 3605/93, del Consejo, de 22 de noviembre, relati vo a 
la aplicación del Protocolo sobre el procedimiento aplicable en caso de déficit excesivo, anejo al Trata· 
do constitu tivo de la Comunidad europea; Reglamento 1466/ 97 del Consejo, relativo al reforzamiento 
de la supervisión de las situaciones presupuestarias y a la supervisión y coordinación de las políticas 
económicas; Reglamento 1467/ 97, del Consejo, de 7 de julio, relativo a la aceleración y clarificación 
del procedimiento de déficit excesivo. 
3 Antes de la asunción por el ordenamiento español de esta prohibición, el endeudamiento del 
Estado frente al Banco de España venía determinado, tanto por los créditos singulares, corno por el sal-
do de la cuenta corriente del Estado en el Banco de España, y era al conjunto de estas dos modalidades 
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ción aparece en el artículo 21 del Protocolo 3 TU E, sobre los Estatutos del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales y del Banco Central Europeo. 
En desarroll o de estos preceptos, el Reglam ento núm. 3604/93, del Consejo, 
de 13 de diciembre, ha establecido las definiciones necesarias para la aplicación 
de esta prohibición, que evidentemente por el carácter de la fuente donde se con-
tienen, pasan a formar parte del Derecho español. 
En este sentido, aunque no con la sistemática que voy a uti lizar, ha introducido 
los siguientes conceptos: 
a) Definiciones subjetivas: por definiciones de tipo subjetivo entiendo la deli-
mitación de los sujetos que intervienen en las operaciones de deuda púb li ca, 
prohibidas por el precepto analizado. Se trata de conceptos que siempre han sido 
de contornos difusos en el propio Derecho interno. El Derecho comunitario a es-
tos efectos define los sigu ientes: 
-Sector público: según el artículo 3 del citado Reglamento, se entiende por 
sector público, las instituciones u organismos comunitarios, los Gobiernos Centra-
les, las autoridades regiona les o locales, las demás autoridades públicas y demás 
organismos de Derecho público o empresas públicas de los Estados miembros. 
-Empresas públicas: el artícu lo 8 del Reglamento considera empresas públi cas 
a aquellas en las que el Estado u otras Adm inistraciones territoriales puedan ejer-
cer directa o indirectamente, una influencia dominante en razón de su prop iedad, 
de su participación fi nanciera o de las normas que las rijan. 
Se presume que hay esta influencia dominante cuando en relación con la em-
presa, el Estado u otras Adm inistraciones territoriales, directa o indirectamente: 
posean la mayoría del cap ita l suscrito de la empresa; dispongan de la mayoría de 
los votos; o puedan designar a más de la mitad ele los miembros del órgano de ad-
ministración, de dirección o de vigi lancia de la empresa. 
En el Derecho español, el concepto de Sector público más cercano al estableci-
do en estos preceptos es el contenido en el artículo 139 del TRLGP que, a efectos 
de contabili dad nacional, considera que el sector público está formado por las 
Adm inistraciones públi cas (Estado, Comun idades Autónomas, Entes locales) in-
a la que se le apl icaba un límite consistente en que el saldo de la Deuda Püblica frente al Banco de Espa· 
ña por ambas fórmulas no podía exceder, al cierre del ejercicio, del sa ldo a 31 de diciembre del año an· 
terior. 
Esta limitación fue introducida por la Ley 4/ 1990, ele 29 ele junio. Con anterioridad, el artícu· 
lo 101.4 fijaba el límite de ambas modalidades en el doce por ciento ele los créd itos totales para gastos, 
que resultaran de los Presupuestos Generales del Estado del ejercicio correspondiente. 
Era destacable, sin embargo, una anomalía jurídica consistente en la llamada «consolidación ele los 
anticipos» del Banco ele España en créditos por el mismo importe del banco ele España al Tesoro, con lo 
que se burlaba el límite del 12 por 1 00 ele los gastos presupuestados que los anticipos tenían, y la nece· 
si dad ele previa ley que hubieran tenido si se hubieran concebido, desde el princip io, corno créditos del 
Banco ele España. 
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cluicla la Seguridad Social, las Empresas públicas y las Instituciones Financieras Pú-
blicas. 
En definitiva, descartado el sector privado, podemos considerar como sector 
público a cualquier ente que maneje fondos públicos y lleve a cabo una actividad 
financiera. 
El concepto ele empresa públ ica del artícu lo 8 del Reglamento comunitario es, 
sin embargo, más limitado que el del Ordenamiento español. En relación con el 
sector público estatal, y a efectos del ordenamiento jurídico-financiero, las fórmu-
las de la empresa pC1blica corresponden a tres supuestos regulados en la LGP: 
-Los Organismos autónomos de carácter comercia l, industrial, financiero o 
análogo (art. 4.1 b) . 
- Las Sociedades estatales, clasificadas en sociedades mercantiles en cuyo ca-
pital sea mayoritaria la participación del Estado o de sus Organ ismos autónomos 
[art. 6.1 a)]. 
- El resto ele Entes del Sector Público estatal no incluido en los dos conceptos 
anteriores [art. 6.5 b)] . 
La empresa pública a la que hace referencia el Reglamento comunitario encaja-
ría mejor con el concepto ele sociedad estatal, lo cual no es óbice par que el resto de 
empresas públicas queden subsumidas en el concepto general de sector público. 
b) Definiciones objetivas. El Reglamento 3603/ 93 ha estbleciclo también un 
concepto positivo y negativo de lo que se debe entender por «descubierto» y «Otro 
tipo ele créd ito», que debe integrar, con los conceptos anteriores, el régimen del 
endeudamiento público español. 
Según el artículo 1 del Reglamento se considera «descubierto» todo sumin istro 
de recursos a favor del sector público que se traduzca o pueda traducirse en un 
saldo deudor en cuenta. Asimismo, se entiende por «otro tipo ele crédito»: todo 
crédito contra el sector público existente a 1 ele enero de 1994, excepto los crédi-
tos de vencimiento fijo adqu iridos antes de la fecha mencionada; toda financia-
ción ele obligaciones del sector público con respecto a terceros; y toda operación 
con el sector público que se traduzca o pueda traducirse en un crédito contra di-
cho sector. 
Esto supuso en Derecho español, la prohibición ele todo tipo ele endeudamien-
to del sector público con el Banco ele España. Ejemplos ele este tipo ele deuda eran 
las modalidades establecidas en los artícu los 1 01.3 y 118.1 del TRLG P, antes ele la 
reforma llevada a cabo por la ley ele Presupuestos para 1994 (ley 21 / 1993, de 29 
ele diciembre). La Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1994, modificó 
aquellos artícu los del TRLGP que vulneraban la prohibición del artículo 104 del 
TCE. Asim ismo estas moclaliclacles ele endeudamiento fueron prohibidas por el ar-
tículo 13.2 ele la ley 13/ 1994, ele 1 ele junio, ele autonomía del Banco ele España 
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En cuanto a los conceptos negativos. Esto es, las operaciones que el Reglamen-
to no considera que se integran en la definición ele «descubiertos >> u «Otro tipo ele 
crédito>> son las sigu ientes: 
- los títulos adqu iridos en el sector público con el fin de asegurar la transforma-
ción en títulos negociables, ele vencimiento fijo y en condiciones ele mercado ele 
los créd itos de vencimiento f ij o adqu iridos antes de 1 de enero ele 1994 que no 
sean negociables o no lo sean en condiciones de mercado, siempre que el venci-
miento de los títulos no sea posterior al el e los créditos. (art. 1.2}. 
-Durante la segunda fase el e la Unión Económica y Monetari a, la com pra por 
parte del banco central el e un Estado miembro, de instrumentos de deuda negocia-
bles emitidos por el sector público de otro Estado miembro, siempre y cuando ta l 
operación se efectúe con la única finalidad de gestionar las reservas en divisas. 
-Durante la tercera fase el e la Unión Económica y Monetaria, las compras 
efectuadas exclusivamente para gestionar las reservas en divisas en dos casos: por 
el banco central el e un Estado miembro que no parti cipe en la tercera fase el e la 
UEM, al sector público ele otro Estado miembro, de instrumentos negociables ele 
deuda de este último; y por el Banco Central Europeo o por el banco central de un 
Estado miembro que no participe en la tercera fase, de instrumentos negociables 
de deuda de este último. 
- Los créd itos intradía que el Banco central Europeo o los bancos centrales na-
cionales concedan al sector pC1blico, siempre y cuando se limiten al día y no pue-
dan prorrogarse. 
- Las operaciones consistentes en recibir del sector público por el Banco Cen-
tral Europeo o los bancos centrales nacionales, de cheques em itidos por terceros 
para su cobro y abono en la cuenta del sec tor público, antes de que se produzca el 
adeudo en el banco. 
- La posesión por parte del Banco Central Europeo o de los bancos centrales 
nacionales, de monedas fraccio narias emitidas por el sector pC1blico y abonadas a 
cuenta cuando el importe de las mismas sea in fer io r al 1 O por 1 00 de la moneda 
fraccionari a en circu lación. 
En realidad se trata de operaciones que no suponen realmente un endeudamien-
to, ni siqu iera encajan en el concepto general que ofrece el reglamento, sino que 
son más bien servicios de tesorería prestados por los bancos centrales al Sector pú-
blico y que en nuestro ordenamiento encajarían en el artículo 118 del TRLGP 4 . Las 
limitaciones a que hace referencia este último precepto deberán ser delimitadas por 
estos conceptos negativos a los que acabamos de hacer referencia. 
4 El artículo 11 8. 1 del TRLGP, en la redacción dada por la Ley 21/ 1993, ele 29 de diciembre, ha es-
tablecido que «El Estado mantendrá en el Banco ele España una o más cuentas ele tesorería, en pesetas 
o en divisas, a las que será de aplicac ión la limitación establecida en el nC1mero 3 del artículo 101 >> . 
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2) La prohibición relativa del artículo 1 04A TCE 
El artícu lo 1 04A establece una prohibición de acceso privilegiado a las entida-
des financieras por parte del sector público, con la fina lidad de fo rtalecer la disci-
plina presupuestaria y la igualdad entre los Estados miembros en cuanto a la finan-
ciación del sector público. 
El artículo 1 04A establece que: «Queda prohibida cualquier medida que no se 
base en cons ideraciones prudenciales que establezca un acceso privilegiado a las 
entidades financieras para las instituciones u organismos de la Comun idad, Go-
biernos Centrales, autoridades regionales, locales, u otras autoridades públicas, or-
ganismos de Derecho Público o empresas públicas de Estados miembros. 
Las definiciones necesarias para la aplicación de este precepto han sido desa-
rro lladas por el Reglamento núm. 3604/93, de 13 de diciembre. En este Reglamen-
to podemos encontrar, como en el caso anterior, definiciones de los sujetos que 
intervienen, y de aquellas disposiciones que se contengan en el Ordenamiento in-
terno de los Estados, que pueda suponer un acceso privilegiado a la financiación a 
través del endeudamiento. 
En cuanto a los conceptos de tipo subjetivo, el Reglamento define en los mis-
mos términos que el Reglamento 3603, el sector público y la empresa pública. 
Aporta, sin embargo, una definición o más bien una enumeración positiva y negati-
va de las entidades financieras. 
Se entenderán por entidades financieras, según el artícu lo 4: las entidades de 
créd ito; las empresas de seguros; los organ ismos de Inversión Colectiva en valores 
mobiliarios; las empresas de inversión; y las demás empresas o entidades que reali-
cen una actividad simi lar a las anteriores, o cuya actividad principal consista en ad-
qu irir activos financieros o en transformar derechos financieros. 
Excluye el Reglamento del concepto de entidades financieras, al Banco Central 
Europeo y los bancos centrales nacionales; las cajas postales cuando estén integra-
das en el sector de las administraciones públicas o las instituciones que forman 
parte del sector de las administraciones públicas. 
Las medidas que pueden es tablecer un acceso privilegiado a la financiación 
son, según el artículo 1.1 : toda disposición legal o reglamentaria que obli gue a las 
entidades financieras a adquirir o mantener derechos frente al sector público o 
que concedan ventajas fiscales o financieras que beneficien únicamente a las enti-
dades financieras para favorecer la adquis ición o el mantenimiento de dichos de-
rechos por parte de esas entidades. Esto supone evidentemente, una limitación im-
portantís ima a la posibilidad, como ocurría en otras épocas, de establecer coefi-
cientes de inversión obli gatoria en títulos de la deuda pública y, sobre todo, al 
poder tributario de los Estados en la conces ión ele beneficios fiscales. 
No se cons idera, sin embargo, acceso privi legiado determinadas ob ligaciones 
de centralización ele fondos en entidades financieras pCiblicas para la financiación 
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de viviendas sociales; o cuando esta condición sea parte integrante de la organiza-
ción de una red concreta de entidades de crédito o de un régimen específico ele 
ahorro destinado a las familias; así como las obligaciones ele financiación ele la re-
paración de daños producidos por catástrofes (art. 1.2) . 
Asimismo, el Reglamento considera que son «consideraciones prudenciales» 
que pueden obviar estas prohibiciones (por esta razón consideramos que se trata 
de una prohibición relati va), toda disposición legal o reglamentaria que se basen 
en el Derecho comunitario, sean compatibles con el mismo y estén destinadas a 
promover la solidez ele cada entidad financiera, con el fin de reforzar la estabilidad 
del sistema financiero en su conju nto y la protección ele los clientes ele dichas enti-
dades financieras (art. 2). 
3) Las prohibiciones del artículo 1048 TCE 
El artículo 1 04B es tablece la prohibición ele endeudamiento indirecto, en el 
sentido, en mi opinión, ele afianzar o garantizar por parte de la Comunidad, las 
obligaciones contraídas por los Estados miembros o un endeudamiento indirecto 
de un Estado miembro respecto a otro. 
En este sen tido establece el precepto que la Comunidad no asumirá ni respon-
derá ele los compromisos del sector público de los Estados miembros, si n perjuicio 
de las garantías financieras mutuas para la realización ele proyectos específicos, ni 
los Estados miembros respecto al sector pC1blico de otro Estado miembro. 
La amplitud con que el concepto de deuda pública aparece configurada en el 
TRLGP, permite incluir dentro ele las modalidades de crédito publico al aval del 
Estado, cuya diferencia desde un punto de vista financiero estriba en que no da lu-
gar a ingreso alguno para el ente público, que asume únicamente una posición ga-
rante que le convierte, eventual y subsidiariamente, en deudor. 
111. EL LÍMITE AL «DÉFICIT PÚBLICO EXCESIVO» 
1) Los criterios para determinar el déficit público excesivo 
Según el artículo 1 04C del TCE los Estados miembi'Os evitarán déficit pC1blicos 
excesivos. 
El Reglamento 3605/93, de 22 de noviembre, ha definido el co ncepto de «pLI-
blico» a efectos del déficit, así como las nociones de déficit o superávit desde un 
punto de vista objetivo 5. Por «público» se entenderá lo perteneciente al sector ad-
5 Los conceptos de déficit público más utilizados han sido los de tipo subjetivo, que intentan anal i-
zar la atribución del déficit a un determinado ente público. Por conceptos objetivos del déficit entiendo 
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ministraciones públicas, que comprende la admini stración central, las administra-
ciones locales y las administraciones ele la Seguridad Socia l. Se excluyen las opera-
ciones comerciales, lo cual quiere decir que el sector administraciones públicas 
abarca exclusivamente las unidades institucionales que producen servicios no 
mercantiles. 
Por déficit o superávit público se entenderá la necesidad o capacidad de finan-
ciación respectivamente. Esto es, el volumen de endeudamiento. 
2) El procedimiento para la declaración de déficit público excesivo 
A pesar del término «evitará>> que aparece en el artículo 104, se trata ele una au-
téntica limitación. El apartado 2 del artícu lo 1 04C estable que la Comisión supervi-
sará la observancia ele la disciplina presupuestaria atend iendo a dos criterios : si la 
proporción entre el déficit público previsto o real y el Producto Interior Bruto so-
brepasa un va lor ele referencia; y si la proporción entre la deuda pCtblica y el pro-
ducto Interior Bruto sobrepasa un valor ele referencia. Se admite la superación del 
valor de referencia cuando la proporción descienda continuadamente y se aproxi-
me al va lor de referencia, o cuando en el caso del déficit público se sobrepase sólo 
excepcional y temporalmente (déficit coyuntural). 
Los valores de referencia según el Protocolo 5 TUE, sobre el procedimiento 
aplicab le en caso de déficit excesivo, serán: -3 por 100 en lo referente a la propor-
ción entre el déficit público previsto o real y el producto interior bruto a precios de 
mercado; -60 por 100 en lo referente a la proporción entre la Deuda Pública y el 
producto interior bruto a precios de mercado. 
Si un Estado miembro no cumpliere con estos criterios se inicia el procedimien-
to regulado en los apartados 3 a 6 del artículo 1 04C del TCE. 
El procedimiento se inicia con un informe de la Comisión sobre el incumpli-
miento de los criterios que determinan el déficit públi co excesivo. Este informe 
también se puede elaborar en el caso ele que exista ri ego ele déficit. Será precepti-
vo un Dictamen del Comité Monetario a que se refiere el artículo 1 09.8C del TCE. 
El Consejo será el que decida, sobre la base ele las recomendaciones ele la Co-
misión y las observaciones que formule el Estado miembro, si existe déficit público 
excesivo. 
Si se decide que existe déficit público excesivo, el Consejo dirigirá al Estado 
miembro Recomendaciones. El Consejo hará públicas estas Recomendaciones si 
no se han segu ido por el Estado. De persistir en el incumplimiento de las recomen-
aquellos que, o bien tienen en cuenta el momento o el tiempo en el que se produce el déficit, o bien las 
partidas de ingresos y gastos que se incluyen para determinar el desfase entre ambas. 
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elaciones, el Consejo podrá fo rmular una Advertencia, que de ser incumplida po-
drá dar lugar a las sanciones establecidas en el apartado 11 del artículo 1 04. 
El artículo 1 04C y el Protocolo 5 TUE han sido desarrollados por el Reglamento 
núm. 3605/ 93, ele 22 de noviembre, y por los Reglamentos 1466/ 97, del Consejo, 
de 7 de julio, y por el Reglamento núm. 1467/97, del Consejo, de 7 ele julio. 
El Reglamento ele 1993 es tableció la obligación de los Estados miembros, a par-
tir ele 1994, ele notificar a la Comisión los déficit públicos previstos y reales y los ni-
veles de deuda pública reales dos veces al año. 
Por su parte, el reglamento 1466/97, con objeto ele reforzar la supervisión de 
las situaciones presupuestarias y ele coordinación de las políti cas económicas, ha 
establecido las normas sobre la presentación contenido y examen ele los progra-
mas de estabilidad y convergencia de los Estados miembros. 
El Reglamento 146 7/97 ha modificado el procedimiento ele déficit excesivo a 
los efectos de acelerarlo y simplificarlo, es tableciendo un plazo de tres meses para 
que el Consejo decida la declaración de déficit excesivo desde la notificación de 
los Estado miembros. La recomendación dirigida por el Consejo, fijará un plazo ele 
cuatro meses para que el Es tado miembro adopte medidas efectivas. Si no se 
adoptan estas medidas, la formulación de Advertencias se adoptarán en el plazo 
de un mes. La decisión de imponer sanciones se adoptará en el plazo de dos me-
ses. El citado Reglamento también contiene el régimen de las sanciones consisten-
tes en depósitos o multas previstas en el apartado 11 del artículo 1 04. 
Estas limitaciones al déficit público excesivo, han provocado en nuestro Orde-
nami ento mod ifi cac ion es legislativas, fundamenta lmente a través de la Ley 
11 / 1996, ele 27 de diciembre de M edidas de Disciplina presupuestaria, y la obliga-
ción del Estado Español de la elaboración de Planes de Estabilidad y Convergen-
cia. 
IV. CONCLUSIONES 
En mi opinión, y como conclusión de la exposición de estas limitaciones al po-
der financiero del Estado, el principio de solidez financiera ha influido en el recurso 
de la deuda públ ica ele la siguiente manera. 
La deuda públi ca es un recurso cuya característi ca principal frente a los recur-
sos tr ibutarios es que no tiene carácter coactivo. Esto ha influido en la evolución 
de la regulación de este recurso en dos sentidos: por un lado, desde el punto de 
vista legal y doctrinal los límites a la deuda pública han sido siempre de tipo fo rmal, 
y no se han desarroll ado principios jurídi co-materiales como en el caso del tributo. 
Por otro lado, la interpretación del principio de legalidad fue perdiendo parte de 
su contenido para favorecer una instrum entación dinámica de este recurso que, 
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en contraposición a los recursos tributarios, y precisamente por su carácter volun-
tario, ha de competir con el sector privado en el mercado de capitales. 
En este contexto, el principio de solidez fi nanciera aparece como el primer 
principio material de limitación de la deuda pública, cuyo fundamento es necesa-
rio estud iar desde un punto de vista jurídico, en tanto en cuanto puede ser el fruto 
de otro principio como el de coord inación ele las distintas Haciendas ele los Esta-
dos miembros, para crear un marco de estabilidad económica en el que se pueda 
imponer la unión monetaria. 
As imismo, el principio ele solidez financiera aplicado al déficit público, supone 
un limitación importantísima del poder financiero ele los Estados miembros. El défi-
cit público, como fenómeno que se puede producir en el desarrollo de la actividad 
financiera de cualquier ente con personalidad jurídico-pública, cons iste en una ele-
terminada combinación de los recursos públicos. El déficit no es sólo un efecto au-
tomático de una determinada coyuntura económica, sino también una decisión 
política, y hasta ahora jurídicamente posible, ele no financiar la totalidad de los gas-
tos públicos a través ele los recursos tributarios o patrimoniales. Las normas comu-
nitarias que contienen el régimen jurídico del déficit púb li co excesivo suponen 
también, por tanto, un límite jurídico, a las decisiones sobre gasto público y sobre 
los recursos con que financiarlo. 
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